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PENSIONES / PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES / BENEFICIARIOS / CONYUGE SEPARADA / MALTRATO FÍSICO O PSICOLÓGICO
PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES – Beneficiarios.
… la Ley 797 de 2003, que en su artículo 13, modificatorio del artículo 47 de la Ley 100 de 1993, establece que son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes: “a) en forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero permanente o supérstite, siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del causante, tenga 30 o más años de edad. En caso de que la pensión de sobrevivencia se cause por muerte del pensionado, el cónyuge o la compañera o compañero permanente supérstite, deberá acreditar que estuvo haciendo vida marital con el causante hasta su muerte y haya convivido con el fallecido no menos de cinco (5) años continuos con anterioridad a su muerte. (…)”.
MALTRATO FÍSICO O PSICOLÓGICO – Se flexibiliza la interpretación del requisito de convivencia en razón a la omisión legislativa.

Por otra parte, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia a partir de la sentencia SL2010-2019 -05 de junio de 2019- ha consolidado una línea jurisprudencial clara en la que determinó que la ausencia de convivencia se justifica jurídicamente como un ejercicio legítimo de conservación y protección cuando quien pretende la pensión de sobrevivientes se separó de cuerpos de su cónyuge y, por tanto, no convivía con él, debido a los malos tratos y la violencia a la que fue sometida
… Más recientemente, en sentencia SL1130-2022, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia determinó que la valoración de los motivos que llevan a la separación debía tenerse en cuenta no solo en los casos en que el matrimonio continuó vigente, sino aquellos en los que el divorcio se debió precisamente a la violencia de género al que fue sometida la reclamante e, incluso ante compañeros permanentes al estimar que “el presupuesto de convivencia exigido legalmente no se puede desechar por la ausencia de cohabitación física del cónyuge o de los compañeros permanentes cuando el presunto(a) beneficiario(a) ha sido sometido a maltrato físico, psicológico y a cualquier tipo de violencia, pues (…) sería un absoluto contrasentido y violatorio de todo rozamiento lógico y humano, exigirle a quien es sujeto de vejámenes contra su integridad física y moral, someterse a una continua tortura, con el único objeto de obtener el reconocimiento de un derecho prestacional, pues ello resulta una intelección aislada, exegética e inversa a los principios constitucionales y legales que gobiernan la garantía fundamental de la seguridad social”
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA PRIMERA DE DECISION LABORAL

Magistrada Ponente: Ana Lucía Caicedo Calderón  
Pereira, Risaralda, veinticinco (25) de marzo de dos mil veinticinco (2025) 
 Acta No. 41 del 20 de marzo de 2025
La Sala Primera de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, integrada por las Magistradas ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN, como ponente, y OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA, y el Magistrado GERMÁN DARIO GOEZ VINASCO, procede a proferir la siguiente sentencia escrita dentro del proceso ordinario laboral instaurado VIANEY BENÍTEZ LLANO en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, al cual se vinculó a los HEREDEROS DETERMINADOS e INDETERMINADOS DE NORALBA TABARES ARCILA, siendo los determinados FABIAN ALBERTO, JOHN ANDRÉS, CARLOS ADRIÁN, YENNIFER y YEISON ELÍAS GÓMEZ TABARES.
PUNTO A TRATAR
Por esta providencia, la Sala resuelve el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia proferida el 09 de septiembre de 2024 por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito. Para ello se tiene en cuenta lo siguiente: 

1. LA DEMANDA Y LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA
La señora VIANEY BENÍTEZ LLANO persigue que, previa declaración del derecho se condene a COLPENSIONES a reconocer en su favor, en calidad de cónyuge supérstite, la pensión de sobrevivientes causada por el fallecimiento de REINALDO ELIAS GÓMEZ BERMUDEZ a partir del 23 de noviembre de 2011 y los intereses moratorios.
Como sustento de lo pretendido, manifiesta, en síntesis, que desde 1978 hizo vida marital con el señor REINALDO ELIAS GÓMEZ BERMUDEZ, con quien procreó dos hijos de nombres JOSÉ IGANCIO y OSCAR EDUARDO GÓMEZ BENITEZ y con quien contrajo nupcias por el rito católico el 05 de enero de 1979.

Refiere que en 1984 se separó de cuerpos de su cónyuge, pese a lo cual él continuó velando económicamente por ella y que retomaron la convivencia en el 2000, manteniéndola hasta el fallecimiento de aquel acaecido el 02 de marzo de 2012.
Agrega que como el señor GÓMEZ BERMUDEZ al momento de su fallecimiento tenía derecho a la pensión de vejez por contar con la edad y las semanas requeridas, más no alcanzó a disfrutar de la misma, solicitó ante COLPENSIONES la pensión de sobrevivientes, misma que le fue negada mediante Resolución GNR 362261 del 01 de diciembre de 2016.
En respuesta a la demanda, la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES se opuso a las pretensiones de la gestora de la litis, al considerar que como el deceso del señor REINALDO ELIAS GÓMEZ BERMÚDEZ ocurrió en vigencia de la Ley 797 de 2003 es posible estudiar el derecho bajo los parámetros del Decreto 758 de 1990, razón por la cual en sede administrativa actuó conforme a la Ley y la jurisprudencia al negar el derecho. Así formuló las excepciones de mérito que denominó: “inexistencia de la obligación y cobro de lo no debido”, “excepción de buena fe”, “imposibilidad jurídica para cumplir con las obligaciones pretendidas”, “excepción innominada” y “prescripción”.
La Curadora Ad-litem FABIAN ALBERTO, CARLOS ADRIÁN, y YEISON ELÍAS GÓMEZ TABARES propuso en nombre de sus representados las excepciones de mérito que denominó “mala fe de la demandante” y “las genéricas o innominadas”.
La Curadora Ad-litem de los HEREDEROS INDETERMINADOS DE NORALBA TABARES ARCILA, afirmó que dada su calidad se atiene a lo que resulte probado en el proceso y, por ello, propuso como excepción de mérito la “genérica”. 
Finalmente, a pesar de ser notificados en debida forma YENNIFER y JOHN ANDRÉS GÓMEZ TABARES no contestaron la demanda. 
2. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
La jueza de primer grado absolvió a COLPENSIONES de la totalidad de las pretensiones y condenó en costas procesales a la demandante. 
Para arribar a tal determinación, como primera medida concluyó que el señor REINALDO ELIAS GÓMEZ BERMUDEZ en vida consolidó los requisitos para la pensión de vejez en virtud del régimen de transición y aplicación de la Ley 71 de 1988, razón por la cual habría lugar al reconocimiento de la pensión post mortem desde el 23 de noviembre 2011, lo que a su vez determina que dejó causado el derecho a la prestación de sobrevivencia en favor de sus beneficiarios.

Superado lo anterior, en cuanto a la calidad de beneficiaria reclamada por la señora VIANEY BENÍTEZ LLANO, argumentó, en síntesis, previo recuento normativo y jurisprudencial respecto a la convivencia que debe acreditar la cónyuge supérstite y la flexibilidad probatoria en los casos en que la solicitante de la prestación es víctima de violencia intrafamiliar, que del análisis conjunto de las pruebas documentales y testimoniales no se desprende que la actora hubiese convivido con el causante durante 5 años en cualquier tiempo, toda vez que la cohabitación surgió el 11 de enero de 1979 cuando contrajeron nupcias y se mantuvo hasta el nacimiento de su segundo hijo, JOSÉ IGNACIO GÓMEZ BENÍTEZ  el 07 de marzo de 1981, última calenda en que la actora decidió separarse de su cónyuge debido al maltrato físico. 
Agregó que, aun cuando el testimonio del hijo da cuenta que la pareja de esposos restableció su convivencia cuando este tenía 30 años, es decir en marzo de 2011, sumando este segundo tiempo con el primer periodo de cohabitación, tan solo se acreditaron tres años, los cuales resultan insuficientes para cumplir el requisito de convivencia establecido en la ley y decantado por la jurisprudencia.
3. RECURSO DE APELACIÓN
El apoderado judicial de la demandante interpuso recurso de apelación contra la sentencia de primera instancia. Como sustento de su disenso, argumento que la convivencia entre el causante y la actora se extendió entre 1978 y 1984, tal como lo indicó la demandante y sus testigos, adicional a lo cual debió tenerse en cuenta que su representada fue víctima de violencia intrafamiliar y que, conforme a la jurisprudencia patria, es posible que una pareja llegue a tener una vida en común conservando cada uno su domicilio personal destinado a la pernoctación sin perder el apoyo mutuo y que ello obedezca a causas justificables como la violencia ejercida por el causante contra su prohijada.
4. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN
Conforme se señala en la constancia de secretaría, las partes dejaron transcurrir en silencio el plazo otorgado para presentar alegatos de conclusión. Por su parte, el Ministerio Público no emitió concepto en el presente asunto. 
5. PROBLEMA JURÍDICO POR RESOLVER
Le corresponde a la Sala determinar si VIANEY BENÍTEZ LLANO acredita los requisitos legales y jurisprudenciales para ser beneficiaria de la prestación de sobrevivencia en calidad de cónyuge supérstite. En caso afirmativo, le corresponde a la Sala revisar si hay lugar a imponer condena por concepto de retroactivo pensional, intereses moratorios y costas procesales. 
6. CONSIDERACIONES
6.1. Pensión de sobrevivientes para la cónyuge separada –requisitos cuando la presunta beneficiaria ha sido sometida a maltrato físico o psicológico.
Es bien sabido que la normatividad aplicable para el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes es la que se encuentre vigente al momento del fallecimiento del pensionado o del afiliado al sistema de Seguridad Social; y, además, quien alegue la calidad de cónyuge o compañero o compañera permanente del causante deberá cumplir ciertas exigencias de índole subjetivo y temporal para acceder a la pensión de sobrevivencia, lo cual, como ha señalado este Tribunal “constituye una garantía de legitimidad y justicia en el otorgamiento de dicha prestación que favorece a los demás miembros del grupo familiar, potencialmente beneficiarios de la misma prestación”.
Para el presente caso, dada la fecha del fallecimiento del señor REINALDO ELIAS GÓMEZ BERMUDEZ (02 de marzo de 2012), la normatividad con arreglo a la cual se debe resolver la presente controversia no es otra que la Ley 797 de 2003, que en su artículo 13, modificatorio del artículo 47 de la Ley 100 de 1993, establece que son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes: “a) en forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero permanente o supérstite, siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del causante, tenga 30 o más años de edad. En caso de que la pensión de sobrevivencia se cause por muerte del pensionado, el cónyuge o la compañera o compañero permanente supérstite, deberá acreditar que estuvo haciendo vida marital con el causante hasta su muerte y haya convivido con el fallecido no menos de cinco (5) años continuos con anterioridad a su muerte. (…)”.
Conforme a la norma en cita, tanto a la compañera permanente como a la cónyuge supérstite les corresponde demostrar la convivencia efectiva por no menos de 5 años anteriores al fallecimiento del afiliado o pensionado. No obstante, ha adoctrinado la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia del 29 de noviembre de 2011, radicado 40055, que en el evento en que, luego de la separación de hecho de un cónyuge con vínculo matrimonial vigente, el causante establezca una nueva relación de convivencia y concurra un compañero o compañera permanente, la convivencia de los cinco (5) años de que habla la norma para él o la cónyuge potencialmente beneficiario (a) de una cuota parte, puede ser cumplida en “cualquier tiempo”. 

Cabe agregar que en sentencia más reciente, propiamente la SL 5169 del 27 de noviembre de 2019, que rememora las sentencia CSJ SL 41637, 24 en. 2012, CSJ SL7299-2015, CSJ SL6519-2017, CSJ SL16419-2017, CSJ SL1399-2018, CSJ SL5046-2018, CSJ SL2010-2019, CSJ SL2232-2019 y CSJ SL4047-2019, la Corte Suprema de Justicia concluyó que el alcance que se le da a la norma contenida en el art. 47 de la ley 100 de 1993 tiene como finalidad proteger a quien desde el matrimonio aportó a la construcción del beneficio pensional del causante, en virtud de la solidaridad que rige el derecho a la seguridad social, por lo que es desafortunado y contrario a los principios de igualdad y de equidad de género entender que el derecho no ampare a quien concluyó su relación de tal forma que no mantenga los lazos de afecto, pues la norma no prevé como requisito dicho lazo afectivo. Es decir que, para la más reciente interpretación de la Corte Suprema de Justicia, al cónyuge supérstite le basta demostrar que convivió con el causante 5 años en cualquier tiempo, sin distinción entre quienes continuaron conservando los lazos de afecto y los que no. Esta postura ha sido igualmente compartida por la Corte Constitucional en la sentencia C-515 del 30 de octubre de 2019.

Por otra parte, la Sala de Casación de la Corte Suprema de Justicia ha tenido oportunidad de pronunciarse para aclarar que la hipótesis de la norma aplica para el cónyuge separado de hecho con sociedad conyugal y con cinco (5) años de convivencia con el causante en cualquier tiempo, sin importar si al momento del fallecimiento no existía compañera o compañero permanente.
Dicho todo lo anterior, cabe recordar que el artículo 42 de la Carta Política establece que una familia, como la que se conforma entre compañeros permanentes, surge de la decisión libre, espontánea y reciproca de dos personas dispuestas a unir sus vidas a efectos de brindarse auxilio económico y asistencia mutua, y bien sabido es que la convivencia constituye un elemento fundamental para la configuración del derecho a la pensión de sobrevivientes, y este elemento ha sido definido como el vínculo afectivo entre dos personas mediante el auxilio mutuo, entendido como acompañamiento espiritual permanente, apoyo económico y vida en común.
Conforme a la anterior definición, ha de recalcarse que la cohabitación bajo el mismo techo no es el único rasgo distintivo de una relación de convivencia e incluso su ausencia o interrupción se puede excusar bajo razones de fuerza mayor o caso fortuito, como salud, trabajo, situaciones legales o económicas, discusiones o desacuerdos temporales, entre otros. Dichas razones deben aparecer acreditadas en los procesos donde se persigue el reconocimiento de una pensión de sobrevivientes, pues el juzgador deberá examinar y ponderar en cada caso concreto la razonabilidad de la justificación que explica la falta de cohabitación y además verificar si la consunción de ese elemento característico atenuó las demás expresiones de la vida en común, esto es, el acompañamiento espiritual permanente, un proyecto familiar en común, apoyo económico, vida de pareja, etc. (Ver entre otras, sentencia CSJ SL, 10 May. 2007, rad. 30141, CSJ SL, 14 jun. 2011, rad. 31.605 y CSJ SL803 de 2022).

Por otra parte, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia a partir de la sentencia SL2010-2019 -05 de junio de 2019- ha consolidado una línea jurisprudencial clara en la que determinó que la ausencia de convivencia se justifica jurídicamente como un ejercicio legítimo de conservación y protección cuando quien pretende la pensión de sobrevivientes se separó de cuerpos de su cónyuge y, por tanto, no convivía con él, debido a los malos tratos y la violencia a la que fue sometida. Así lo explicó en aquella primera oportunidad:
“Bajo esa línea de principio, la Corte estima que el presupuesto de la convivencia exigido legalmente no se puede descartar por la pura y simple separación de cuerpos de los cónyuges, específicamente en contextos en los que el presunto beneficiario ha sido sometido a maltrato físico o psicológico, que lo lleva forzosamente a la separación, como en el caso de la demandante. En escenarios de este tipo, no se puede culpar al consorte víctima de renunciar a la cohabitación y castigarlo con la pérdida del derecho a la pensión de sobrevivientes, pues, además de que la separación es un ejercicio legítimo de conservación y protección al derecho fundamental a la vida y la integridad personal, el legislador no lo puede obligar a lo imposible o establecerle cargas irrazonables, como lo reclamó la demandante en el texto de la demanda. 

Aunado a lo anterior, lo cierto es que nuestro ordenamiento jurídico establece una gama de reglas y principios encaminados a prevenir, remediar y castigar cualquier forma de maltrato intrafamiliar, además de proteger de manera integral y efectiva a las personas violentadas. Igualmente, teniendo en cuenta que, tradicionalmente, la víctima de dichas formas de violencia ha sido la mujer, envuelta en un contexto de «…relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres” que conduce a perpetuar la discriminación contra ésta y a obstaculizar su pleno desarrollo…» (CC T-338 de 2018), nuestro ordenamiento jurídico se ha preocupado especialmente de prevenir y castigar cualquier forma de violencia en su contra, a través de normas como el artículo 43 de la Constitución Política, la Ley 294 de 1996, la Ley 1257 de 2008 y, entre otros, la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer (Convención de Belém do Pará). 

 Siendo ello así, no sería posible entender, bajo ninguna circunstancia, que una víctima de maltrato pierde el derecho a la pensión de sobrevivientes de su cónyuge, por el solo hecho de renunciar a la cohabitación y buscar legítimamente la protección de su vida y su integridad personal. Pensar diferente sería, ni más ni menos, una forma de revictimización contraria a los valores más esenciales de nuestro ordenamiento jurídico, al derecho a la igualdad y no discriminación y al artículo 12 de nuestra Constitución Política, de conformidad con el cual nadie puede ser sometido a «…tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes…» Igualmente, implicaría reproducir patrones y contextos de violencia contra la mujer, negarle el derecho a oponerse al maltrato y condenar a otras mujeres a soportarlo, con tal de no perder beneficios jurídicos como el de la pensión de sobrevivientes. 

Conforme a todo lo expuesto, en este caso la Corte debe tener por cumplido el requisito de la convivencia exigido legalmente, pues, además de que la demandante convivió con el causante desde la fecha del matrimonio – 3 de junio de 1993 -, aproximadamente hasta el mes de marzo de 1997 (fol. 76), la falta de cohabitación desde ese momento y hasta la muerte del pensionado – 7 de septiembre de 2004 - se originó en los malos tratamientos que este le dispensaba a su esposa.  

Como consecuencia de lo dicho, para la Corte el juzgador de primer grado acertó al concebir que la demandante tenía la condición de beneficiaria de la pensión de sobrevivientes, a pesar de que no convivía con el causante en el momento de la muerte”. 
Siguiendo este mismo pensamiento, en la providencia SL1727-2020 enfatizó la Corte que como el legislador no ha abordado, para el reconocimiento de prestaciones económicas derivadas de la seguridad social, el supuesto de las mujeres víctimas de violencia de género, la jurisprudencia no puede ser ajena a esta realidad y, por ello, precisó los fundamentos tenidos en cuenta en la la sentencia SL2010-2019 para otorgar el beneficio pensional, con el fin de que sean considerados cuando se presenten casos similares: 
“(i) que la accionante interrumpió la convivencia con su cónyuge debido a los actos de violencia a los que éste la sometía; (ii) que el requisito de convivencia para el reconocimiento de la pensión de sobreviviente no es exigible cuando se pruebe, siquiera sumariamente, que la separación fue culpa exclusiva del cónyuge causante; (iii) que de acuerdo con la jurisprudencia de la Sala, los 5 años de convivencia exigidos para la sustitución pensional podían darse en cualquier tiempo, mientras se mantuviera el vínculo del matrimonio; (iv) que el requisito de convivencia no se podía considerar incumplido solamente por la separación de cuerpos, cuando la beneficiaria fue sometida a maltrato físico y psicológico; y (v) que existen reglas y principios en el ordenamiento jurídico colombiano que obligan al Estado a prevenir, remediar y castigar cualquier forma de maltrato intrafamiliar”.
Más recientemente, en sentencia SL1130-2022, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia determinó que la valoración de los motivos que llevan a la separación debía tenerse en cuenta no solo en los casos en que el matrimonio continuó vigente, sino aquellos en los que el divorcio se debió precisamente a la violencia de género al que fue sometida la reclamante e, incluso ante compañeros permanentes al estimar que “el presupuesto de convivencia exigido legalmente no se puede desechar por la ausencia de cohabitación física del cónyuge o de los compañeros permanentes cuando el presunto(a) beneficiario(a) ha sido sometido a maltrato físico, psicológico y a cualquier tipo de violencia, pues (…) sería un absoluto contrasentido y violatorio de todo rozamiento lógico y humano, exigirle a quien es sujeto de vejámenes contra su integridad física y moral, someterse a una continua tortura, con el único objeto de obtener el reconocimiento de un derecho prestacional, pues ello resulta una intelección aislada, exegética e inversa a los principios constitucionales y legales que gobiernan la garantía fundamental de la seguridad social”.
Por todo lo anterior, en la sentencia SL2308-2023 el Alto Tribunal concluyó que, al momento de evaluar el cumplimiento de los requisitos para acceder a la pensión de sobrevivencia, debe tenerse en cuenta que la la conformación de una familia corresponde a un desarrollo evolutivo, complejo y dinámico y, por ello, la jurisprudencia debe adaptarse a las realidades sociales cambiantes como «un criterio de convivencia con identidad propia», en el que se debe considerar lo siguiente: 

“1) Hechos que actualizan ese concepto, como por ejemplo, las «circunstancias especiales de salud, trabajo, fuerza mayor o similares», entre los miembros de la pareja, que les impiden llevar una vida en común tradicional, pero, que no conllevan el desconocimiento del ánimo y la voluntad responsable de perseverar en el sostenimiento de la familia (CSJ SL, 22 jul. 2008, rad. 31921; CSJ SL, 30 ag. 2011, rad. 37006 y CSJ SL3813-2020).

2) Elementos axiológicos del Bloque de Constitucionalidad, como la igualdad, la solidaridad, la dignidad humana, la prohibición de discriminación por razones de género o la proscripción de la violencia en contra de la mujer (Artículos 1°, 13, 93 y 95 de la CP;  7° de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; Convención contra la Eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer), que permiten: 
2.1) Concebir de forma amplia a la familia, incluyendo las parejas del mismo sexo, cuando conforman la unión como una manifestación libre y con vocación de estabilidad y permanencia (CC C577-2011; CSJ SC17162-2015 y CSJ SL5524-2016). 
2.2) Aplicar la norma contextualmente, es decir, con enfoques diferenciadores, reconociendo que en las relaciones de pareja también pueden presentarse situaciones «“[...] de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres” que conduce a perpetuar la discriminación contra ésta y a obstaculizar su pleno desarrollo», motivo por el cual, cuando el requisito de la convivencia no se verifica  por la existencia de violencia o maltrato en contra de la mujer, ello no le ha impedido a esta el acceso a la pensión, debido a que no es posible obligarle a permanecer al lado de quien desató esos hechos, por la simple razón de ostentar la condición de esposa (CC T388-2018 y CSJ SL2010-2019).
Por tanto, en la definición del beneficiario de la pensión de sobrevivientes, el juez tiene la obligación de consultar la realidad (es decir, los hechos), en la que se desarrolló la convivencia y si en ese ejercicio, avizora que existen situaciones de discriminación o asimetrías injustificadas, aplicar los elementos axiológicos de igualdad, en vista que de acuerdo con lo explicado en la sentencia CSJ STC2287-2018 rememorada en la CSJ SL3429 de 2021 y, más recientemente, en la CSJ STC1150-2022, tiene los siguientes deberes:
(i) desplegar toda actividad investigativa en aras de garantizar los derechos en disputa y la dignidad de las mujeres; (ii) analizar los hechos, las pruebas y las normas con base en interpretaciones sistemáticas de la realidad, de manera que en ese ejercicio hermenéutico se reconozca que las mujeres han sido un grupo tradicionalmente discriminado y como tal, se justifica un trato diferencial; (iii) no tomar decisiones con base en estereotipos de género; (iv) evitar la revictimización de la mujer a la hora de cumplir con sus funciones; reconocer las diferencias entre hombres y mujeres; (v) flexibilizar la carga probatoria en casos de violencia o discriminación, privilegiando los indicios sobre las pruebas directas, cuando estas últimas resulten insuficientes; (vi) considerar el rol transformador o perpetuador de las decisiones judiciales; (vii) efectuar un análisis rígido sobre las actuaciones de quien presuntamente comete la violencia; (viii) evaluar las posibilidades y recursos reales de acceso a trámites judiciales; (ix) analizar las relaciones de poder que afectan la dignidad y autonomía de las mujeres”
6.2. Supuestos fácticos por fuera de debate

Son hechos que se encuentran por fuera de discusión, ante la aceptación de las partes y por estar acreditados conforme la documental que reposa en el cartulario, los siguientes:

· Que el 05 de enero de 1979 la señora VIANEY BENÍTEZ LLANO y el señor REINALDO ELIAS GÓMEZ BERMUDEZ contrajeron matrimonio por el rito católico, permaneciendo vigente el vínculo matrimonial, toda vez que el registro civil que reposa en el plenario
 no presenta nota marginal alguna que dé cuenta de cesación de efectos civiles del matrimonio religioso o liquidación de la sociedad conyugal. 

· Que la señora VIANEY BENÍTEZ LLANO nació el 31 de mayo de 1961
, razón por la cual, al momento de contraer nupcias con el señor GÓMEZ BERMUDEZ, era menor de edad -contaba con 17 años-, mientras que su cónyuge contaba con 27 años, toda vez que nació el 23 de noviembre de 1951
  
· Que el señor REINALDO ELIAS GÓMEZ BERMUDEZ cotizó a COLPENSIONES un total de 123.71 semanas entre el 01 de octubre de 1997 y el 31 de agosto de 2007, conforme a la historia laboral actualizada al 29 de septiembre de 2017, aportada por COLPENSIONES
 y prestó servicio público como dragoneante del INPEC entre el 06 de agosto de 1976 y el 12 de enero de 1995, equivalente a 6643 días o 949 semanas, tal como se desprende de los Certificados de Información laboral que reposan en el expediente administrativo de COLPENSIONES
. Así, el señor GÓMEZ BERMUDEZ alcanzó en toda su vida laboral 1071,71 semanas entre tiempos públicos y privados. 
· Que el entonces ISS, mediante Resolución No. 06543 del 14 de julio de 2008 negó la pensión de vejez al actor, pero reconoció que contaba con 1.033 semanas hasta agosto de 2007, entre el servicio público y las cotizaciones al ISS y que era beneficiario del régimen de transición

· Que el señor REINALDO ELIAS GÓMEZ BERMUDEZ falleció el 01 de marzo de 2012
.
· Que la señora VIANEY BENÍTEZ LLANO reclamó la pensión de sobrevivientes por primera vez el 02 de mayo de 2013
, tal como se evidencia en el formato de solicitud de prestaciones económicas con radicado 2013_2939342 en la seccional Risaralda aportado por la administradora pensional al contestar la demanda. No obstante, no se evidencia acto administrativo que resolviera dicha solicitud.
· Que la señora NORALBA TABARES ARCILA, en calidad de compañera permanente, reclamó la pensión de sobrevivientes el 18 de diciembre de 2013
 ante COLPENSIONES, última que, mediante Resolución GNR-249291 del 08 de julio de 2014 le negó la prestación

· Que VIANEY BENÍTEZ LLANO reclamó la pensión de sobrevivientes por segunda ocasión el 23 de septiembre de 2016
, en calidad de cónyuge, y, 

· Que COLPENSIONES negó la prestación a la actora por medio de la Resolución SUB-GNR362261 del 01 de diciembre de 2016
. La negativa fue confirmada mediante Resoluciones SUB-2366599 del 22 de septiembre de 2021
 y DPE-10234 del 16 de noviembre de 2021
.
De acuerdo con lo anterior, en este caso no existe duda de que el señor REINALDO ELIAS GÓMEZ BERMUDEZ, dejó causado el derecho a la pensión de sobrevivientes en favor de sus beneficiarios, toda vez que, como lo concluyó la jueza -aun cuando pasó por alto plasmar tal conclusión en la parte resolutiva y ordenar el pago de le pensión post mortem en favor de la masa sucesoral del causante- el señor GÓMEZ BERMUDEZ antes de su fallecimiento alcanzó a reunir los requisitos necesarios para adquirir la pensión, en virtud del régimen de transición y aplicación de la Ley 71 de 1988, como quiera que el 23 de noviembre de 2011 arribó a los 60 años y, para ese momento superaba los 20 años de aportes, entre el tiempo servido al INPEC y las cotizaciones al ISS.

Es del caso advertir que en la Resolución No. 06543 del 14 de julio de 2008 el entonces ISS ya había reconocido que el actor tenía derecho al régimen de transición, mismo que en su caso se extendió hasta el 31 de diciembre de 2014, como quiera que para la entrada en vigencia del Acto Legislativo 01 de 2005 superaba las 750 semanas. 

Aclarado lo anterior y, aun cuando en esta sede, en observancia del principio de consonancia y al no haberse pretendido el reconocimiento de la pensión post-mortem, no hay lugar a ordenar el pago de la misma en favor de la masa sucesoral del señor GÓMEZ BERMUDEZ, al no haberse atacado la conclusión de la jueza, que, se itera, tiene respaldo probatorio, resta verificar si la demandante acreditó la convivencia necesaria para ser beneficiaria de la prestación, esto es, 05 años en cualquier tiempo, atiendo su condición de cónyuge supérstite.
En caso de que se acredite la condición de beneficiaria por parte de la señora VIANEY BENÍTEZ LLANO, se ocupará la Sala de liquidar la pensión de vejez que le debió haber correspondido al causante, en aplicación de la Ley 71 de 1988, para que sea este valor el que se le reconozca a la actora, como sustitución pensional. 
6.3. Interrogatorio de parte y prueba testimonial

Con el fin de determinar la convivencia entre los cónyuges por lo menos durante 05 años en cualquier tiempo, como primera medida se relacionará lo dicho por los deponentes, como quiera que la recurrente sustenta el recurso precisamente en la prueba testimonial. 
Inicialmente rindió interrogatorio de parte la señora VIANEY BENÍTEZ LLANO quien relató que conoció a REINALDO ELIAS GÓMEZ BERMUDEZ en el año 1977 cuando ella estaba estudiando interna en el Instituto Rosa Virginia de Pereira, que quedaba enseguida de la cárcel donde trabajaba el causante. Agregó que a partir de ese momento empezaron una relación y que sus padres, los de la demandante, en abril de 1978, cuando ella tenía 16 años, autorizaron que conviviera con él, con la condición de que se casaran. Así, memoró que desde antes del matrimonio convivieron en la casa de la mamá de él y allí permanecieron hasta el 05 de agosto de 1984 que decidió separarse de él debido a su agresividad y los malos tratos que recibía de su parte.
Con relación a los motivos de la separación, memoró que el 05 de agosto de 1984 estaba cumpliendo años una cuñada del causante, por lo que le iban a celebrar una fiesta en Manizales, no obstante, ella, la actora, se negó a asistir porque creyó que, en comparación con los demás miembros de la familia, ella no estaba bien vestida para la ocasión, motivo por el cual, recordó la demandante que “él cogió y me pegó que sí por obligación yo tenía que ir y eso me cogió del pelo y todo eso y entonces ahí ya no aguanté más y me fui donde mi mamá”.

Continuó narrando la señora BENÍTEZ LLANO que a raíz de lo ocurrido el 05 de agosto de 1984, aunado a los maltratos y la agresividad frecuente del causante, a ella le dio miedo seguir con él, por lo que se separaron, más no se divorciaron, pese a lo cual su cónyuge continuó visitándola y ayudándole económicamente, aun cuando ella, hasta diciembre de 1984 se negaba a retomar la relación.

Agregó que, pasados varios años desde la separación, empezó a quedarse nuevamente con el señor GÓMEZ BERMUDEZ en la casa de la hermana de él ubicada por la Avenida del Río en Pereira, para cuidarlo por la diabetes que padecía, lo que deduce que ocurrió aproximadamente entre 2004 y 2008, momento a partir del cual continuaron viviendo juntos hasta que falleció en el 2012.
Seguidamente rindieron testimonio la cuñada de la demandante y el hijo mayor de la pareja, quienes dieron cuenta de la convivencia en los siguientes términos:

ROSA NELLY SALAZAR, aseguró que conoce a la demandante desde 1974 cuando contrajo nupcias con un hermano de la actora, por lo que recuerda que en 1977 a VIANEY la ingresaron a un internado donde alcanzó a estar 3 meses, tiempo en el que conoció a REINALDO ELIAS, con quien, con la autorización de los padres de ella, se fue a vivir y posteriormente se casó. Agregó que aquellos vivieron mucho tiempo juntos en Pereira en la casa de la familia del causante, hasta que este último comenzó a maltratar a la actora, por lo que la accionante en 1984 decidió separarse de él, aunque, precisa la deponente que, después de un tiempo, la relación continuó y siguió viéndolos juntos, a pesar de que, indicó la testiga, no sabía porque VIANEY aguantaba tan malos tratos y lo aceptaba cuando le rogaba. Aclaró que cuando la pareja se separó por los malos tratos, ella, la testiga, tenía aproximadamente 30 años -al momento de la declaración en primera instancia tenía 67 años-.
Afirmó que ella, la testiga, en compañía de su esposo, en época de vacaciones, visitaban a la pareja y se quedaban hasta tres o cuatro días en su casa, y que, cada vez que venían a Pereira, se encontraban con la pareja y comían juntos, no obstante, tales encuentros fueron más espaciados a partir de que comenzaron los problemas que llevaron a la separación de cuerpos, aunque, reitera, a su juicio nunca se separaron realmente, porque en muchas ocasiones que llamaba a la demandante, esta le decía que estaba con el causante o, simplemente, en los encuentros familiares, la actora aducía que debía irse para acompañar a su cónyuge.
JOSE IGNACIO GOMEZ BENITEZ– hijo de la demandante y del causante-, remembró que su padre era muy agresivo y le pagaba a su madre incluso frente a terceras personas, razón por la cual, su progenitora, cuando él era muy pequeño, decidió separarse, aunque su progenitor continuó velando económicamente por ellos y los visitaba, quedándose en ocasiones a dormir. Relató que, debido a que sus padres siempre siguieron estando pendientes uno del otro, no considera que se hayan separado del todo, porque incluso cuando él, el testigo, ya había crecido y podía trabajar, su padre seguía llegando a la casa cada 8 o 15 días o como mínimo cada mes y solventaba sus gatos, así como su madre tampoco desamparó al causante, aun cuando la maltrataba, razón por la cual, cuando aquel se enfermó de diabetes, la actora decidió volver a vivir con él, para cuidarlo en su enfermedad, última convivencia que ubicó aproximadamente en el año 2000 o cuando él ya tenía 30 años.  
En cuanto a los hitos de la convivencia, dado que nació en 1981, aseguró que solo conoce lo que su madre le contó, esto es, que se casó con su padre y luego decidió separarse de él por un episodio de violencia.
6.4. Caso concreto – valoración probatoria
Pues bien, frente al requisito de la convivencia de la pareja, de la prueba testimonial, conformada por los testimonios de ROSA NELLY SALAZAR y JOSE IGNACIO GOMEZ BENITEZ, es posible concluir que la señora VIANEY BENÍTEZ LLANO y el señor REINALDO ELIAS GÓMEZ BERMUDEZ hicieron vida en común por mucho más de cinco años, como quiera que la señora SALAZAR afirmó que convivieron incluso antes de que contrajeron nupcias en 1979, lo cual, teniendo en cuenta que aseguró que en 1977 la demandante ingresó al internado y solo estuvo allí 3 meses hasta que los padres de BENÍTEZ LLANO autorizaron su convivencia con el causante, permite colegir, como lo indicó la misma demandante, que los 3 meses que estuvo en el internado la actora van del 31 de diciembre de 1977 al 31 de marzo de 1978 y, por ello la convivencia empezó en abril de 1978.
De esta manera, teniendo como hito inicial de la convivencia abril de 1978 como lo precisó la demandante con el respaldo del testimonio de ROSA NELLY SALAZAR, se tiene que hasta 1984, fecha en que, debido a la violencia de que fue víctima la actora por parte de su cónyuge, ella decidió separarse, se superan los 05 años de convivencia. El hito final de la cohabitación señalado por la demandante también fue corroborado por la señora SALAZAR pues esta indicó como año de la separación 1984 e, incluso, si se toma en cuenta que la testiga referenció que tal ruptura aconteció cuando ella, la testiga, tenía aproximadamente 30 años, podría tomarse como año final 1987, puesto que al 2024 cuando rindió declaración contaba con 67 años, con lo cual se supera incluso con mayor solvencia el lustro exigido.
Sin embargo, para la Sala resulta mucho más creíble que la separación se presentara el 05 de agosto de 1984 como lo narró con tanto detalle la actora, toda vez que JOSE IGNACIO GOMEZ BENITEZ, quien nació el 07 de marzo de 1981, remembró que desde que él era muy pequeño recuerda que sus padres estaban separados, lo que bien pudo pasar a los 3 años del menor y, por ello, no recuerda a sus progenitores conviviendo.
Es del caso advertir que, contrario que para la Jueza, quien descartó el testimonio de ROSA NELLY SALAZAR por haber indicado que vivía en Cartago, mientras que la demandante y el causante estaban domiciliados en Pereira y que, por ello, no le costaba realmente la convivencia; la Sala encuentra que las afirmaciones de la testiga tienen respaldo en la cercanía familiar (cuñada de la actora) y, por ello, podía conocer en detalle la vida de la hermana de su esposo a quien visitaban con frecuencia, lo cual es creíble dada la corta distancia entre Cartago y Pereira y, por ello, no son poco frecuentes los desplazamientos entre ambos municipios. Además, que la testiga afirmara que a su juicio la pareja realmente nunca se separó, porque cuando llamaba a la actora esta le decía que estaba con el causante, no es suficiente para desacreditar todo su testimonio, puesto que tales llamabas se dieron con posterioridad a la separación en 1984 y, en este caso, al tratarse de una cónyuge, le bastaba con acreditar los 05 años de convivencia en cualquier tiempo, sin exigirse que con posterioridad mantuviera lazos con el causante, menos aún, tratándose de una víctima de violencia intrafamiliar.
Por otra parte, no puede perder de vista la Sala que no solo la cuñada sino también el hijo de la demandante y el causante testificó que, a pesar de la separación física y de la violencia que REINALDO ELIAS GÓMEZ BERMUDEZ ejercía sobre VIANEY BENÍTEZ LLANO, la pareja continuó manteniendo una relación estable, estando pendientes el uno del otro, lo que se traducía en que el causante apoyaba económicamente a la demandante y esta le prodigaba a él su atención y cuidado, hasta el punto que cuando aquel más la necesitó, debido a la diabetes que padecía, ella decidió volver a convivir con él. Este relato tampoco le mereció a la a-quo ninguna valoración sobre la dinámica familiar, puesto que, solo extrajo del testimonio de JOSÉ IGNACIO que sus padres no vivían juntos y que retomaron la convivencia cuando él tenía 30 años, debido a la enfermedad de su padre, por lo que concluyó la Jueza que, al sumar el tiempo convivido a partir del matrimonio y hasta la separación y, posteriormente cuando enfermó el causante y finalmente falleció, no se cumplían 05 años.
Es así como, con la valoración del testimonio efectuada, la a-quo pasó por alto que el hijo, al vivir con su madre, era testigo directo de la relación de sus progenitores aun con posterioridad a la separación y que, las fechas que no pudo precisar, se obtenían de la declaración de la señora ROSA NELLY SALAZAR, siendo ambos relatos complementarios entre sí, en la medida que cada uno, desde su perspectiva, pudo dar cuenta de aspectos diferentes y que, en conjunto permitían reconstruir la realidad de la convivencia.
De acuerdo con ello, los dos deponentes dieron cuenta de la razón de sus dichos, puesto que uno de ellos es hijo del causante y de la demandante y la otra como esposa del hermano de la actora es parte de su familia, por lo que sus lazos de familiaridad y cercanía les permitían apreciar de forma directa la convivencia y la forma como se desarrolló la relación aun después de la separación física. Incluso, la señora ROSA NELLY SALAZAR es tan cercana a la demandante que dio cuenta que la conoce desde que la actora tenía 11 años, por lo que pudo incluso precisar las circunstancias en que inició la convivencia.
Cabe resaltar que, si bien la totalidad de los testimonios son relevantes, por provenir de personas cercanas a la pareja, tiene especial importancia para la Sala lo informado por JOSÉ IGNACIO GOMEZ BENITEZ por cuanto como hijo de la pareja es quien pudo pasar más tiempo con ellos y, por ello, ofrece la mayor ilustración en cuanto a la convivencia, la separación física de los esposos y la motivación para que ello ocurriese, lo cual expresó de forma conteste y sin avizorarse ánimo alguno de favorecer a la actora, puesto que, a pesar de hablar de su padre con evidente cariño por todo lo que hizo por él, también reconoció que era muy agresivo con su madre y que por ello, la demandante tuvo que separarse de él.
En ese entendido, tales declaraciones resultan creíbles, espontáneas, coherentes y complementarias entre sí, en las que no se avizora un interés directo en las resultas del proceso, al no verse beneficiados ni perjudicados con el reconocimiento pensional y, adicional a ello, indicaron las razones de sus dichos, en los que se logró apreciar que, en virtud de los lazos familiares, las visitas eran constantes e, incluso, compartían el mismo techo -caso del hijo- por lo tanto, podían apreciar directamente la convivencia, la razón de la separación física y, posteriormente, los cuidados o atenciones que se prodigaban los esposos.
En este punto, no puede perderse de vista que si esta Corporación, en armonía con la jurisprudencia patria, ha aclarado que la convivencia entre compañeros o cónyuges no se trunca en aquellos casos en los que la pareja no puede cohabitar bajo el mismo techo por razones ajenas a su voluntad, cuando hay una clara intención de permanencia y estabilidad de la pareja a pesar de la distancia; mucho menos puede descartarse la convivencia por la falta de cohabitación como respuesta de autoprotección de quien fue víctima de violencia física y psicológica, pues quedó en evidencia que, incluso con la extrañeza de sus familiares, la actora VIANEY BENÍTEZ LLANO persistió en la comunidad de vida con su cónyuge y agresor, siendo únicamente la habitación en residencias separadas, una medida necesaria, producto del miedo que le tenía a que él la golpeara, lo cual ocurría incluso delante de terceras personas.
Ahora, aun sin considerarse la causa para la cesación de la cohabitación, lo cierto es que, a la demandante, como cónyuge, le bastaba acreditar la convivencia por 05 años en cualquier tiempo, los cuales bien podían incluir el tiempo convivido con anterioridad al matrimonio que referenció la señora ROSA NELLY SALAZAR, lo que lleva a concluir que, entre abril de 1978 y agosto de 1984, sin dubitaciones se supera el requisito. 
Todo lo anterior resulta más que suficiente para revocar la sentencia de primera instancia y, en su lugar, conceder a la demandante la pensión de sobrevivientes deprecada, como quiera que para la Sala la jueza erró en la valoración de los testimonios, puesto que, sin explicación alguna pasó por alto gran parte de lo afirmado por los testigos y únicamente extrajo de las declaraciones aquellos aspectos que, a su juicio, perjudicaban a la demandante respecto a la falta de cohabitación, como si de una confesión se tratase. Peor aún, la juzgadora de primera instancia desconoció la realidad de la demandante como víctima de violencia por parte de su cónyuge, dentro de una cultura machista, pues recuérdese que la actora empezó la convivencia con el causante cuando era menor de edad con la aquiescencia de sus padres, lo que tuvo como consecuencia que al abandonar el internado para iniciar una comunidad de vida, asumiendo el papel de madre y esposa, no pudo continuar sus estudios, todo lo cual ubica a la actora en una situación de clara desventaja, que debió ser tenida en cuenta con la a-quo.
Se insiste que, como lo ha decantado la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia e, incluso fue referenciado por la a-quo, pero sin darle aplicación alguna, en casos de violencia el requisito de convivencia debe flexibilizarse y analizarse en su contexto particular, pues no es posible exigirle a la cónyuge agredida la permanencia en una relación que le pueda significar poner en riesgo su vida e integridad, toda vez que, de exigirse tal cosa, la administración de justicia revictimizaría a la mujer y demostraría una clara falta de sensibilidad frente a  los patrones socioculturales discriminarlos. 
De esta manera, es evidente el error de la jueza de primera instancia al valorar la prueba con un rigor que no correspondía a las circunstancias de la actora y a las reglas de la experiencia en cuanto a las dinámicas familiares, desconociendo con ello el precedente jurisprudencial sentado por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en la medida que restó credibilidad a los testigos porque no dieron cuenta de manera exacta de la totalidad de las circunstancias de tiempo, modo y lugar de la convivencia, del momento de la separación, cuando lo cierto es que, cada uno de los deponentes, desde su conocimiento personal, dieron cuenta de forma coherente de aquellos aspectos que conocían, de donde se puede extraer que, aun después de la convivencia que se extendió por más de 05 años, pese a los malos tratos, continuaron los lazos afectivos hasta la muerte, tanto que la promotora de la litis le prestó socorro a su cónyuge en la enfermedad, permaneciendo la ayuda mutua, la solidaridad y el apoyo, pues aquel le prodigaba ayuda económica para ella y sus hijos en común.
Como puede verse, al valorar en conjunto los testimonios y extraer de ellos los aspectos de los que realmente pudieron conocer de forma directa, ni siquiera es necesario aplicar un enfoque de género para concluir que la actora tiene derecho a la pensión de sobrevivientes, en el entendido que los 05 años de convivencia en cualquier tiempo se cumplieron con anterioridad a la separación y, por tanto, indistintamente del motivo, al permanecer el vínculo matrimonial vigente, se acreditó el requisito establecido en la norma, aun sin tener que acudir a la jurisprudencia patria en el sentido de que, a pesar de la separación, la solidaridad y el apoyo mutuo se conservó, por lo que la convivencia se extendió hasta el fallecimiento.
 Distinto sería si, como lo hizo la a-quo, que se hubiera acreditado la convivencia  solo entre el matrimonio –1979- y el nacimiento del hijo –1981-, puesto que, en ese supuesto, que en realidad no es el caso, habría lugar a aplicar perspectiva de género para concluir que pesar de que la pareja no convivió 05 años, ello se debió a que la mujer se vio obligada a resguardar su integridad física y que en tales circunstancias no podría obligársela a convivir 5 años para conservar el derecho a la pensión de sobrevivientes.
Como puede verse, ya sea por la valoración testimonial efectuada por la Sala o, con la aplicación de la perspectiva de género para las mujeres maltratadas por su pareja, es procedente el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes. 
En ese orden, para la Sala la demandante acreditó una convivencia efectiva, al acumularse la cohabitación como compañera permanente y como cónyuge, entre abril de 1978 y agosto de 1984, con la cual supera los 05 años en cualquier tiempo exigidos en la norma.  
En vista de lo anterior, quedan sin peso las razones de orden legal y fáctico bajo las cuales la jueza de primera instancia negó el derecho a la demandante, puesto que restó valor a los testimonios, por contradicciones que no tienen el peso suficiente para derruir la comunidad de vida de la que dieron cuenta de manera clara.
De acuerdo con lo hasta aquí discurrido, se revocará la sentencia de primera instancia y, en su lugar se declarará que la señora VIANEY BENÍTEZ LLANO, en calidad de cónyuge supérstite, tiene derecho al reconocimiento a la pensión de sobrevivientes causada por el deceso del señor REINALDO ELIAS GÓMEZ BERMUDEZ a partir del 02 de marzo de 2012, día siguiente del fallecimiento, en los mismos términos en que este debió disfrutar de la pensión de jubilación por aportes establecida en la Ley 71 de 1988, esto es, en cuantía inicial para el 2012 de $761.744,00, resultado de aplicar al IBL de los últimos 10 años cotizados -$1.015.658,30- la tasa de remplazo del 75%, tal como se evidencia en las siguientes tablas:

	LIQUIDACIÓN DEL IBL PENSIONAL PROMEDIO ÚLTIMOS 10 AÑOS

	PERIODOS DE COTIZACIÓN
	FECHA DONDE SE HIZO  LA  ÚLTIMA COTIZACIÓN :
	2007-08
	2006

	DESDE
	HASTA
	# Días
	IBC
	IPC FINAL
	IPC INICIAL
	INGRESO MENSUAL INDEXADO
	PROMEDIO SALARIAL:

	Año
	Mes
	Día
	Año
	Mes
	Día
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	1987
	3
	25
	1987
	3
	31
	7
	$ 9.234
	76,1917
	2,8840
	$ 243.958,85
	$467,87

	1987
	4
	1
	1987
	4
	30
	30
	$ 39.576
	76,1917
	2,8840
	$ 1.045.537,92
	$8.593,46

	1987
	5
	1
	1987
	5
	31
	31
	$ 39.576
	76,1917
	2,8840
	$ 1.045.537,92
	$8.879,91

	1987
	6
	1
	1987
	6
	30
	30
	$ 39.576
	76,1917
	2,8840
	$ 1.045.537,92
	$8.593,46

	1987
	7
	1
	1987
	7
	31
	31
	$ 39.576
	76,1917
	2,8840
	$ 1.045.537,92
	$8.879,91

	1987
	8
	11
	1987
	8
	31
	21
	$ 41.271
	76,1917
	2,8840
	$ 1.090.309,32
	$6.273,01

	1987
	9
	6
	1987
	9
	30
	25
	$ 32.980
	76,1917
	2,8840
	$ 871.281,60
	$5.967,68

	1987
	10
	1
	1987
	10
	31
	31
	$ 44.622
	76,1917
	2,8840
	$ 1.178.845,06
	$10.012,11

	1987
	11
	1
	1987
	11
	30
	30
	$ 39.576
	76,1917
	2,8840
	$ 1.045.537,92
	$8.593,46

	1987
	12
	1
	1987
	12
	31
	31
	$ 39.576
	76,1917
	2,8840
	$ 1.045.537,92
	$8.879,91

	1988
	1
	1
	1988
	1
	25
	25
	$ 45.153
	76,1917
	3,5768
	$ 961.834,53
	$6.587,91

	1988
	2
	1
	1988
	2
	20
	20
	$ 34.733
	76,1917
	3,5768
	$ 739.872,70
	$4.054,10

	1988
	3
	1
	1988
	3
	31
	31
	$ 52.100
	76,1917
	3,5768
	$ 1.109.809,15
	$9.425,78

	1988
	4
	1
	1988
	4
	30
	30
	$ 52.100
	76,1917
	3,5768
	$ 1.109.809,15
	$9.121,72

	1988
	5
	1
	1988
	5
	31
	31
	$ 52.100
	76,1917
	3,5768
	$ 1.109.809,15
	$9.425,78

	1988
	6
	1
	1988
	6
	30
	30
	$ 52.100
	76,1917
	3,5768
	$ 1.109.809,15
	$9.121,72

	1988
	7
	1
	1988
	7
	31
	31
	$ 52.100
	76,1917
	3,5768
	$ 1.109.809,15
	$9.425,78

	1988
	8
	1
	1988
	8
	31
	31
	$ 69.100
	76,1917
	3,5768
	$ 1.471.934,98
	$12.501,37

	1988
	9
	1
	1988
	9
	30
	30
	$ 57.868
	76,1917
	3,5768
	$ 1.232.672,48
	$10.131,55

	1988
	10
	1
	1988
	10
	31
	31
	$ 52.100
	76,1917
	3,5768
	$ 1.109.809,15
	$9.425,78

	1988
	11
	1
	1988
	11
	30
	30
	$ 52.100
	76,1917
	3,5768
	$ 1.109.809,15
	$9.121,72

	1988
	12
	1
	1988
	12
	20
	20
	$ 34.733
	76,1917
	3,5768
	$ 739.872,70
	$4.054,10

	1989
	1
	1
	1989
	1
	31
	31
	$ 66.000
	76,1917
	4,5828
	$ 1.097.292,95
	$9.319,47

	1989
	2
	1
	1989
	2
	28
	28
	$ 66.000
	76,1917
	4,5828
	$ 1.097.292,95
	$8.417,59

	1989
	3
	1
	1989
	3
	31
	31
	$ 66.000
	76,1917
	4,5828
	$ 1.097.292,95
	$9.319,47

	1989
	4
	1
	1989
	4
	30
	30
	$ 66.000
	76,1917
	4,5828
	$ 1.097.292,95
	$9.018,85

	1989
	5
	1
	1989
	5
	31
	31
	$ 66.000
	76,1917
	4,5828
	$ 1.097.292,95
	$9.319,47

	1989
	6
	1
	1989
	6
	30
	30
	$ 66.000
	76,1917
	4,5828
	$ 1.097.292,95
	$9.018,85

	1989
	7
	1
	1989
	7
	9
	9
	$ 19.800
	76,1917
	4,5828
	$ 329.187,89
	$811,70

	1989
	8
	1
	1989
	8
	22
	22
	$ 48.400
	76,1917
	4,5828
	$ 804.681,50
	$4.850,14

	1989
	9
	1
	1989
	9
	30
	30
	$ 66.000
	76,1917
	4,5828
	$ 1.097.292,95
	$9.018,85

	1989
	10
	1
	1989
	10
	31
	31
	$ 87.250
	76,1917
	4,5828
	$ 1.450.588,03
	$12.320,06

	1989
	11
	1
	1989
	11
	30
	30
	$ 73.955
	76,1917
	4,5828
	$ 1.229.549,51
	$10.105,89

	1989
	12
	1
	1989
	12
	31
	31
	$ 66.000
	76,1917
	4,5828
	$ 1.097.292,95
	$9.319,47

	1990
	1
	1
	1990
	1
	31
	31
	$ 83.200
	76,1917
	5,7799
	$ 1.096.750,04
	$9.314,86

	1990
	2
	1
	1990
	2
	28
	28
	$ 83.200
	76,1917
	5,7799
	$ 1.096.750,04
	$8.413,42

	1990
	3
	1
	1990
	3
	31
	31
	$ 83.200
	76,1917
	5,7799
	$ 1.096.750,04
	$9.314,86

	1990
	4
	1
	1990
	4
	30
	30
	$ 83.200
	76,1917
	5,7799
	$ 1.096.750,04
	$9.014,38

	1990
	5
	1
	1990
	5
	31
	31
	$ 83.200
	76,1917
	5,7799
	$ 1.096.750,04
	$9.314,86

	1990
	6
	1
	1990
	6
	30
	30
	$ 83.200
	76,1917
	5,7799
	$ 1.096.750,04
	$9.014,38

	1990
	7
	1
	1990
	7
	31
	31
	$ 83.200
	76,1917
	5,7799
	$ 1.096.750,04
	$9.314,86

	1990
	8
	1
	1990
	8
	31
	31
	$ 83.200
	76,1917
	5,7799
	$ 1.096.750,04
	$9.314,86

	1990
	9
	1
	1990
	9
	30
	30
	$ 83.200
	76,1917
	5,7799
	$ 1.096.750,04
	$9.014,38

	1990
	10
	1
	1990
	10
	31
	31
	$ 109.975
	76,1917
	5,7799
	$ 1.449.700,55
	$12.312,53

	1990
	11
	1
	1990
	11
	30
	30
	$ 92.729
	76,1917
	5,7799
	$ 1.222.359,30
	$10.046,79

	1990
	12
	1
	1990
	12
	31
	31
	$ 83.200
	76,1917
	5,7799
	$ 1.096.750,04
	$9.314,86

	1991
	1
	1
	1991
	1
	31
	31
	$ 101.550
	76,1917
	7,6508
	$ 1.011.304,36
	$8.589,16

	1991
	2
	1
	1991
	2
	28
	28
	$ 101.550
	76,1917
	7,6508
	$ 1.011.304,36
	$7.757,95

	1991
	3
	1
	1991
	3
	31
	31
	$ 101.550
	76,1917
	7,6508
	$ 1.011.304,36
	$8.589,16

	1991
	4
	1
	1991
	4
	30
	30
	$ 101.550
	76,1917
	7,6508
	$ 1.011.304,36
	$8.312,09

	1991
	5
	1
	1991
	5
	31
	31
	$ 101.550
	76,1917
	7,6508
	$ 1.011.304,36
	$8.589,16

	1991
	6
	1
	1991
	6
	30
	30
	$ 101.550
	76,1917
	7,6508
	$ 1.011.304,36
	$8.312,09

	1991
	7
	17
	1991
	7
	31
	15
	$ 50.775
	76,1917
	7,6508
	$ 505.652,18
	$2.078,02

	1991
	8
	1
	1991
	8
	31
	31
	$ 101.550
	76,1917
	7,6508
	$ 1.011.304,36
	$8.589,16

	1991
	9
	1
	1991
	9
	30
	30
	$ 101.550
	76,1917
	7,6508
	$ 1.011.304,36
	$8.312,09

	1991
	10
	1
	1991
	10
	31
	31
	$ 134.225
	76,1917
	7,6508
	$ 1.336.704,35
	$11.352,83

	1991
	11
	1
	1991
	11
	30
	30
	$ 113.875
	76,1917
	7,6508
	$ 1.134.040,75
	$9.320,88

	1991
	12
	1
	1991
	12
	31
	31
	$ 101.550
	76,1917
	7,6508
	$ 1.011.304,36
	$8.589,16

	1992
	1
	1
	1992
	1
	31
	31
	$ 146.214
	76,1917
	9,7030
	$ 1.148.128,75
	$9.751,23

	1992
	2
	1
	1992
	2
	29
	29
	$ 146.214
	76,1917
	9,7030
	$ 1.148.128,75
	$9.122,12

	1992
	3
	1
	1992
	3
	31
	31
	$ 146.214
	76,1917
	9,7030
	$ 1.148.128,75
	$9.751,23

	1992
	4
	1
	1992
	4
	30
	30
	$ 146.214
	76,1917
	9,7030
	$ 1.148.128,75
	$9.436,67

	1992
	5
	1
	1992
	5
	31
	31
	$ 146.214
	76,1917
	9,7030
	$ 1.148.128,75
	$9.751,23

	1992
	6
	1
	1992
	6
	30
	30
	$ 146.214
	76,1917
	9,7030
	$ 1.148.128,75
	$9.436,67

	1992
	7
	1
	1992
	7
	31
	31
	$ 146.214
	76,1917
	9,7030
	$ 1.148.128,75
	$9.751,23

	1992
	8
	1
	1992
	8
	31
	31
	$ 146.214
	76,1917
	9,7030
	$ 1.148.128,75
	$9.751,23

	1992
	9
	1
	1992
	9
	30
	30
	$ 146.214
	76,1917
	9,7030
	$ 1.148.128,75
	$9.436,67

	1992
	10
	1
	1992
	10
	31
	31
	$ 187.646
	76,1917
	9,7030
	$ 1.473.468,80
	$12.514,39

	1992
	11
	1
	1992
	11
	30
	30
	$ 161.927
	76,1917
	9,7030
	$ 1.271.516,74
	$10.450,82

	1992
	12
	1
	1992
	12
	31
	31
	$ 146.214
	76,1917
	9,7030
	$ 1.148.128,75
	$9.751,23

	1993
	1
	1
	1993
	1
	31
	31
	$ 185.935
	76,1917
	12,1417
	$ 1.166.778,02
	$9.909,62

	1993
	2
	1
	1993
	2
	28
	28
	$ 185.935
	76,1917
	12,1417
	$ 1.166.778,02
	$8.950,63

	1993
	3
	1
	1993
	3
	31
	31
	$ 185.935
	76,1917
	12,1417
	$ 1.166.778,02
	$9.909,62

	1993
	4
	1
	1993
	4
	30
	30
	$ 185.935
	76,1917
	12,1417
	$ 1.166.778,02
	$9.589,96

	1993
	5
	1
	1993
	5
	31
	31
	$ 185.935
	76,1917
	12,1417
	$ 1.166.778,02
	$9.909,62

	1993
	6
	1
	1993
	6
	30
	30
	$ 185.935
	76,1917
	12,1417
	$ 1.166.778,02
	$9.589,96

	1993
	7
	1
	1993
	7
	31
	31
	$ 185.935
	76,1917
	12,1417
	$ 1.166.778,02
	$9.909,62

	1993
	8
	1
	1993
	8
	31
	31
	$ 185.935
	76,1917
	12,1417
	$ 1.166.778,02
	$9.909,62

	1993
	9
	1
	1993
	9
	30
	30
	$ 185.935
	76,1917
	12,1417
	$ 1.166.778,02
	$9.589,96

	1993
	10
	1
	1993
	10
	31
	31
	$ 237.725
	76,1917
	12,1417
	$ 1.491.770,27
	$12.669,83

	1993
	11
	1
	1993
	11
	30
	30
	$ 206.163
	76,1917
	12,1417
	$ 1.293.710,12
	$10.633,23

	1993
	12
	1
	1993
	12
	31
	31
	$ 185.935
	76,1917
	12,1417
	$ 1.166.778,02
	$9.909,62

	1994
	1
	1
	1994
	1
	31
	31
	$ 224.982
	76,1917
	14,8867
	$ 1.151.479,27
	$9.779,69

	1994
	2
	1
	1994
	2
	28
	28
	$ 224.982
	76,1917
	14,8867
	$ 1.151.479,27
	$8.833,27

	1994
	3
	1
	1994
	3
	31
	31
	$ 224.982
	76,1917
	14,8867
	$ 1.151.479,27
	$9.779,69

	1994
	4
	1
	1994
	4
	30
	30
	$ 224.982
	76,1917
	14,8867
	$ 1.151.479,27
	$9.464,21

	1994
	5
	1
	1994
	5
	31
	31
	$ 224.982
	76,1917
	14,8867
	$ 1.151.479,27
	$9.779,69

	1994
	6
	1
	1994
	6
	30
	30
	$ 224.982
	76,1917
	14,8867
	$ 1.151.479,27
	$9.464,21

	1994
	7
	1
	1994
	7
	31
	31
	$ 224.982
	76,1917
	14,8867
	$ 1.151.479,27
	$9.779,69

	1994
	8
	1
	1994
	8
	31
	31
	$ 224.982
	76,1917
	14,8867
	$ 1.151.479,27
	$9.779,69

	1994
	9
	1
	1994
	9
	30
	30
	$ 224.982
	76,1917
	14,8867
	$ 1.151.479,27
	$9.464,21

	1994
	10
	1
	1994
	10
	31
	31
	$ 287.648
	76,1917
	14,8867
	$ 1.472.209,82
	$12.503,70

	1994
	11
	1
	1994
	11
	30
	30
	$ 259.796
	76,1917
	14,8867
	$ 1.329.659,31
	$10.928,71

	1994
	12
	1
	1994
	12
	31
	31
	$ 224.982
	76,1917
	14,8867
	$ 1.151.479,27
	$9.779,69

	1995
	1
	1
	1995
	1
	12
	12
	$ 106.992
	76,1917
	18,2505
	$ 446.665,43
	$1.468,49

	1997
	10
	17
	1997
	10
	31
	15
	$ 123.128
	76,1917
	26,5215
	$ 353.725,40
	$1.453,67

	1997
	11
	1
	1997
	11
	30
	30
	$ 230.415
	76,1917
	26,5215
	$ 661.942,35
	$5.440,62

	1997
	12
	1
	1997
	12
	31
	31
	$ 271.087
	76,1917
	26,5215
	$ 778.785,95
	$6.614,35

	1998
	1
	1
	1998
	1
	31
	31
	$ 319.587
	76,1917
	31,2116
	$ 780.153,96
	$6.625,97

	1998
	2
	1
	1998
	2
	28
	28
	$ 263.399
	76,1917
	31,2116
	$ 642.991,65
	$4.932,54

	1998
	3
	1
	1998
	3
	31
	31
	$ 263.229
	76,1917
	31,2116
	$ 642.576,66
	$5.457,50

	1998
	4
	1
	1998
	4
	30
	30
	$ 263.229
	76,1917
	31,2116
	$ 642.576,66
	$5.281,45

	1998
	5
	1
	1998
	5
	31
	31
	$ 203.856
	76,1917
	31,2116
	$ 497.639,35
	$4.226,53

	1998
	6
	1
	1998
	6
	30
	30
	$ 203.826
	76,1917
	31,2116
	$ 497.566,11
	$4.089,58

	1998
	7
	1
	1998
	7
	31
	31
	$ 288.893
	76,1917
	31,2116
	$ 705.225,87
	$5.989,59

	1998
	8
	1
	1998
	8
	31
	31
	$ 241.407
	76,1917
	31,2116
	$ 589.306,28
	$5.005,07

	1998
	9
	1
	1998
	9
	30
	30
	$ 241.407
	76,1917
	31,2116
	$ 589.306,28
	$4.843,61

	1998
	10
	1
	1998
	10
	31
	31
	$ 283.871
	76,1917
	31,2116
	$ 692.966,50
	$5.885,47

	1998
	11
	1
	1998
	11
	30
	30
	$ 288.966
	76,1917
	31,2116
	$ 705.404,07
	$5.797,84

	1998
	12
	1
	1998
	12
	31
	31
	$ 321.408
	76,1917
	31,2116
	$ 784.599,26
	$6.663,72

	1999
	1
	1
	1999
	1
	31
	31
	$ 321.408
	76,1917
	36,4249
	$ 672.303,88
	$5.709,98

	1999
	2
	1
	1999
	2
	28
	28
	$ 321.408
	76,1917
	36,4249
	$ 672.303,88
	$5.157,40

	1999
	3
	1
	1999
	3
	31
	31
	$ 321.408
	76,1917
	36,4249
	$ 672.303,88
	$5.709,98

	1999
	4
	1
	1999
	4
	15
	15
	$ 171.942
	76,1917
	36,4249
	$ 359.658,98
	$1.478,05

	1999
	5
	1
	1999
	5
	31
	31
	$ 446.260
	76,1917
	36,4249
	$ 933.462,55
	$7.928,04

	1999
	6
	1
	1999
	6
	30
	30
	$ 443.260
	76,1917
	36,4249
	$ 927.187,31
	$7.620,72

	1999
	7
	1
	1999
	7
	31
	31
	$ 460.200
	76,1917
	36,4249
	$ 962.621,49
	$8.175,69

	1999
	8
	1
	1999
	8
	31
	31
	$ 436.570
	76,1917
	36,4249
	$ 913.193,53
	$7.755,89

	1999
	9
	1
	1999
	9
	30
	30
	$ 432.171
	76,1917
	36,4249
	$ 903.991,94
	$7.430,07

	1999
	10
	1
	1999
	10
	16
	16
	$ 210.735
	76,1917
	36,4249
	$ 440.804,08
	$1.932,29

	1999
	11
	1
	1999
	11
	15
	15
	$ 201.080
	76,1917
	36,4249
	$ 420.608,28
	$1.728,53

	1999
	12
	1
	1999
	12
	31
	31
	$ 443.336
	76,1917
	36,4249
	$ 927.346,28
	$7.876,09

	2000
	1
	1
	2000
	1
	1
	1
	$ 8.670
	76,1917
	39,7876
	$ 16.602,72
	$4,55

	2003
	8
	1
	2003
	8
	1
	1
	$ 11.100
	76,1917
	49,8337
	$ 16.971,00
	$4,65

	2004
	1
	1
	2004
	1
	1
	1
	$ 11.933
	76,1917
	53,0682
	$ 17.132,58
	$4,69

	2007
	5
	1
	2007
	5
	31
	31
	$ 434.000
	76,1917
	61,3324
	$ 539.147,21
	$4.579,06

	2007
	6
	1
	2007
	6
	30
	30
	$ 434.000
	76,1917
	61,3324
	$ 539.147,21
	$4.431,35

	2007
	7
	1
	2007
	7
	31
	31
	$ 434.000
	76,1917
	61,3324
	$ 539.147,21
	$4.579,06

	2007
	8
	1
	2007
	8
	31
	31
	$ 434.000
	76,1917
	61,3324
	$ 539.147,21
	$4.579,06

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	3650
	 
	 
	 
	IBL
	$1.015.658,30


	IBL
	# SEMANAS
	TASA DE REEMPLAZO
	MESADA PENSIONAL INICIAL

	$ 1.015.658,30
	                              1.071,71 
	75%
	$ 761.744,00


Se itera que, al no ser motivo de apelación y tampoco haberse solicitado en la demanda, no se ordenará el pago del retroactivo pensional en favor de la masa sucesoral que le hubiese correspondido al causante y, por ello, la prestación no se tomará como una sustitución pensional sino como una verdadera pensión de sobrevivientes que se causó con la muerte del señor GÓMEZ BENITEZ, lo que, a su vez, lleva a concluir que a la actora le corresponden 13 mesadas por ser el reconocimiento posterior al 31 de julio de 2011.
Previo a liquidar el retroactivo correspondiente, en cuanto a la excepción de prescripción propuesta por COLPENSIIONES, es del caso advertir que las mesadas pensionales causadas con anterioridad al 13 de octubre de 2014 se vieron enervadas por el paso del tiempo, como quiera que entre la primera reclamación que interrumpió el fenómeno prescriptivo -02 de mayo de 2013- y la presentación de la demanda -13 de octubre de 2017- se superó el término trienal.

Así, efectuadas las operaciones aritméticas correspondientes, por el retroactivo generado entre el 13 de octubre de 2014 y el 28 de febrero de 2025, COLPENSIONES deberá reconocer y pagar a la demandante la suma de $141.565.505,77, sobre la que proceden los descuentos para el sistema de seguridad social en salud, tal como se observa en la siguiente tabla descriptiva:

	AÑO
	IPC
	MESADA LIQ
	Q DE MESADAS
	TOTAL 

	2012
	    2,44 
	$ 761.744
	                       -   
	$ 0,00

	2013
	    1,94 
	$ 780.331
	                       -   
	$ 0,00

	2014
	    3,66 
	$ 795.469
	                    3,57 
	$ 2.837.172,77

	2015
	    6,77 
	$ 824.583
	                  13,00 
	$ 10.719.579,00

	2016
	    5,75 
	$ 880.407
	                  13,00 
	$ 11.445.291,00

	2017
	    4,09 
	$ 931.030
	                  13,00 
	$ 12.103.390,00

	2018
	    3,18 
	$ 969.109
	                  13,00 
	$ 12.598.417,00

	2019
	    3,80 
	$ 999.927
	                  13,00 
	$ 12.999.051,00

	2020
	    1,61 
	$ 1.037.924
	                  13,00 
	$ 13.493.012,00

	2021
	    5,62 
	$ 1.054.635
	                  13,00 
	$ 13.710.255,00

	2022
	  13,12 
	$ 1.113.905
	                  13,00 
	$ 14.480.765,00

	2023
	    9,28 
	$ 1.260.049
	                  13,00 
	$ 16.380.637,00

	2024
	    5,20 
	$ 1.376.982
	                  13,00 
	$ 17.900.766,00

	2025
	
	$ 1.448.585
	                    2,00 
	$ 2.897.170,00

	Total
	
	
	
	$ 141.565.505,77


Por otra parte, por regla general, los intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, se generan desde el momento en que, vencido el término de gracia que tienen las administradoras de pensiones para resolver la solicitud de pensión y proceder a su pago, no lo hacen. En este caso, si bien no fue el motivo de la negativa por parte de COLPENSIONES en sede administrativa, no puede desconocer la Sala que al reclamar la prestación tanto la señora VIANEY BENÍTEZ LLANO, como NORALBA TABARES ARCILA, se prestó un conflicto entre beneficiarias que obligaba a la administradora a suspender el reconocimiento y someter a la justicia laboral la determinación de a quien le correspondía percibir la prestación., por lo que en realidad COLPENSIONES no incurrió en mora.
En ese orden, se negarán los intereses moratorios y, en su lugar, ante la pérdida del poder adquisitivo de la moneda como hecho notorio que no debe ser soportado por la beneficiaria, se condenará a COLPENSIONES a efectuar el pago de cada mesada debidamente indexada entre su causación y el pago efectivo. 

En cuanto a la condena en costas, dado que las mismas son de rigor para quien resulte vencido, atendiendo el numeral 4 del art. 365 del CST, se condenará en costas de ambas instancias a la demandada. Liquídense por la Secretaría del Juzgado de origen.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Primera de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE
PRIMERO: Por las razones expuestas en precedencia REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira el 09 de septiembre de 2024, dentro del proceso ordinario laboral promovido por VIANEY BENÍTEZ LLANO en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, al cual se vinculó a los HEREDEROS DETERMINADOS e INDETERMINADOS DE NORALBA TABARES ARCILA, siendo los determinados FABIAN ALBERTO, JOHN ANDRÉS, CARLOS ADRIÁN, YENNIFER y YEISON ELÍAS GÓMEZ TABARES y, en su lugar:
SEGUNDO: DECLARAR que la señora VIANEY BENÍTEZ LLANO, en calidad de cónyuge supérstite, tiene derecho al reconocimiento de la pensión de sobrevivientes causada por el deceso del señor REINALDO ELIAS GÓMEZ BERMUDEZ a partir del 02 de marzo de 2012, en cuantía inicial de $761.744 y por 13 mesadas al año.

TERCERO: CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES- COLPENSIONES a reconocer en favor de la señora VIANEY BENÍTEZ LLANO la suma de $141.565.505,77 por concepto de retroactivo pensional causado entre el 13 de octubre de 2014 y el 28 de febrero de 2025, sin perjuicio de las mesadas posteriores que se causen a partir del 01 de marzo de 2025, teniendo en cuenta para esta calenda una mesada pensional de $1.448.585, valor frente al cual proceden los descuentos correspondientes al sistema de salud que serán puestos a disposición de la EPS a la que se encuentre afiliada la actora o sea su intención afiliarse.

CUARTO: CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES- COLPENSIONES a indexar cada mesada que integra el retroactivo pensional en favor de la señora VIANEY BENÍTEZ LLANO entre la fecha de su causación y el pago efectivo.
QUINTO: DECLARAR PROBADA PARCIALMENTE la excepción de prescripción sobre las mesadas causadas con anterioridad al 13 de octubre de 2014 y NO PROBADAS las restantes excepciones propuestas por LA ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES- COLPENSIONES
SEXTO: CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES- COLPENSIONES a pagar en favor de la demandante las costas procesales de primera y segunda instancias. Liquídense por la secretaría del juzgado de origen.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

 
La Magistrada ponente, 

 Con firma electrónica al final del documento
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
La Magistrada y el Magistrado, 
Con firma electrónica al final del documento
OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
Aclara voto

Ausencia justificada en sala de discusión
GERMAN DARIO GÓEZ VINASCO
ACLARACIÓN DE VOTO 
  

Con todo respeto procedo a aclarar mi voto, pues si bien comparto la decisión adoptada por la Sala respecto a revocar la decisión de primer grado para en su lugar declarar que la accionante tiene derecho a la pensión de sobrevivientes en calidad de cónyuge supérstite, considero que para la anterior conclusión, respecto al requisito de la convivencia, esta probada con los 5 años en calidad exclusivamente de cónyuge.
Lo anterior en la medida que la Sala Mayoritaria argumentó que se tenía por probado el requisito de la convivencia de la dupla por, incluso, más de 5 años contados a partir del abril de 1978, esto es, desde que la misma inició previo al matrimonio, argumentación que no comparto en tanto la posibilidad acreditar los 5 años de convivencia entre la cónyuge y el causante acumulando o sumando el tiempo de convivencia como compañera permanente y luego cónyuge, habilitado en la providencia SL3693-2021 de la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, solo es aplicable cuando la demandante había convivido con el causante durante los últimos 5 años previos a la muerte de este como compañera permanente y como cónyuge, pues esta regla de derecho introducida por el Alto Tribunal opera siempre que la misma ocurra en los 5 años previos a la muerte, pues lo que se privilegia es la convivencia en los estertores de la muerte, para proteger a aquel que convivió con el fallecido en sus últimos años de vida y que con ocasión al deceso implica la desprotección del primero, se itera, el privilegio se otorgó a la convivencia sin miramientos del vínculo de hecho o de derecho existente entre la pareja.

De ninguna manera la sentencia de la Alta Corte permitió la citada sumatoria de tiempos de convivencia como compañera y cónyuge para colmar el requisito de 5 años en cualquier tiempo, pues tal errada conclusión daría al traste con la consolidada jurisprudencia que permitió a la cónyuge separada de hecho con sociedad conyugal vigente acceder a la pensión de vejez con la acreditación del citado tiempo en cualquier momento de su vida, y ya no en los 5 años previos a la muerte. Allí la protección se otorgó para privilegiar el vínculo jurídico – matrimonio – con efectos patrimoniales vigente, que los cónyuges nunca deshicieron. 

En ese sentido, considero que la calidad de beneficiaria del derecho se probó con la convivencia de 5 años contados desde que contrajo matrimonio en enero de 1979 hasta agosto de 1984, tiempo de convivencia en exclusiva calidad de cónyuge, por lo que era innecesario sumar el tiempo en calidad de compañera permanente.
En estos términos aclaro mi voto,  

       

 

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA  

Magistrada   
� Página 03, archivo 04, cuaderno de primera instancia


� Página 28, archivo 22, cuaderno de primera instancia


� Página 25, archivo 22, cuaderno de primera instancia


� Página 276, archivo 89, cuaderno de primera instancia


� Página 27 y s.s., archivo 14, cuaderno de primera instancia


� Página 63 y s.s., archivo 14, cuaderno de primera instancia
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